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A tres meses de la sanción de la reforma de la Ley de Glaciares, el conflicto se ha 
desplazado al ámbito judicial. La vigencia de la nueva normativa ha acelerado las 
discusiones sobre proyectos mineros específicos, mientras diversos sectores 
advierten sobre la vulnerabilidad de las reservas hídricas estratégicas en zonas 
glaciares y periglaciares.

La modificación legislativa obtuvo media sanción en el Senado el 26 de febrero 
de 2026, con 40 votos afirmativos, 31 negativos y 1 abstención. Luego, fue 
sancionada definitivamente por la Cámara de Diputados el 8 de abril de 2026, 
con 137 votos a favor, 111 en contra y 3 abstenciones. El Poder Ejecutivo la 
promulgó el 23 de abril mediante el Decreto 271/2026, y la norma fue publicada 
en el Boletín Oficial el 24 de abril como Ley 27.804.

El cambio principal de la reforma radica en la delimitación de la protección 
ambiental. La ley original tenía un carácter amplio y preventivo. Sin embargo, la 
reforma trae una modificación sustancial sobre la tutela de glaciares y del 
ambiente periglaciar, que queda ahora condicionada a la verificación de que las 
geoformas cumplan "funciones hídricas relevantes”. La nueva redacción permite 
que una autoridad competente provincial determine que un glaciar o geoforma 
periglacial incluida en el Inventario Nacional de Glaciares no cumple con 
funciones significativas y, en ese caso, pueda dejarlo fuera del régimen específico 
de protección.

El 9 de abril de 2026, al día siguiente de la sanción de la reforma y antes de su 
promulgación formal, organizaciones no gubernamentales como Greenpeace 
Argentina, la Fundación Ambiente y Recursos Naturales (FARN) y la Asociación 
Argentina de Abogados/as Ambientalistas iniciaron una campaña de recolección 
de adhesiones ciudadanas para respaldar una futura acción judicial que declare 
la inconstitucionalidad de la reforma. La propuesta buscó transformar el rechazo 

social en una herramienta concreta de respaldo a una demanda colectiva en 
defensa de los glaciares y del agua.

La convocatoria obtuvo una respuesta significativa:

• Primeras 24 horas: 550.000 adhesiones registradas.
• Demanda colectiva sin precedentes: El registro alcanzó aproximadamente 

850.000 firmas en menos de dos semanas de personas provenientes de 
todas las provincias del país, consolidando el aval civil que acompañaría la 
presentación judicial.

• Alcance territorial: Se realizaron jornadas de difusión en la Ciudad de 
Buenos Aires, Córdoba, Rosario, Mendoza, Salta, Bahía Blanca y Mar del Plata. 

Este momento fue clave porque mostró que la judicialización no nació 
solamente de organizaciones especializadas ni de un planteo técnico, sino de 
una reacción social inmediata y masiva frente a la sanción de la reforma. 

El 5 de mayo de 2026, las organizaciones mencionadas presentaron formalmente 
un amparo colectivo ante el Juzgado Federal de Santa Rosa, La Pampa. La 
demanda solicita la declaración de inconstitucionalidad de la Ley 27.804.

En el bloque actor de la acción legal también está presente Marta Maffei, autora 
de la Ley original de glaciares y asambleas y organizaciones territoriales de todo 
el país. Entre ellas están Asamblea Jáchal no se Toca, Asamblea Popular por el 
Agua, Asamblea Pucará, Asamblea en Defensa del Territorio, Asamblea Santa 
Cruz por el Agua, Multisectorial Golfo San Matías, Asamblea el Paraná No se 
Toca, Asociación Alihuén. También cuenta con organizaciones de derechos 
humanos y de la sociedad civil como Amnistía Internacional, el Centro de 
Estudios Legales y Sociales (CELS) y el Círculo de Políticas Ambientales. 

Los demandantes sostienen que la reforma vulnera el principio de no regresión 
ambiental, afecta la seguridad hídrica nacional e introduce una fragmentación 
de criterios al delegar facultades clave en los estados provinciales, obviando que 
las cuencas cordilleranas abastecen a múltiples jurisdicciones aguas abajo.

Como acción preliminar, se solicitó también una primera medida cautelar para 
suspender los efectos de la reforma en todo el territorio nacional, con el objetivo 
de mantener la vigencia de la anterior Ley 26.639 y evitar reglamentaciones, 
actos administrativos, autorizaciones o avances de proyectos que pudieran 
generar daños irreversibles mientras se dirime la cuestión de fondo.

En paralelo, también se abrieron otros planteos judiciales vinculados a la reforma, 
lo que refuerza que la controversia tuvo alcance federal desde el inicio. La 
Provincia de La Pampa, junto con la Universidad Nacional de La Pampa, la 
Fundación Chadileuvú y la Asamblea por los Ríos Pampeanos, promovió una 
acción de amparo colectivo contra la reforma. El 28 de abril, el Juzgado Federal de 
Santa Rosa ordenó inscribir ese expediente como proceso colectivo en el registro 
especial de la Corte Suprema.

Santa Cruz abrió otro capítulo relevante. El 24 de abril de 2026, el Juzgado Federal 
de Río Gallegos hizo lugar a una medida cautelar impulsada por el Honorable 
Concejo Deliberante de El Calafate y suspendió la aplicación de la Ley 27.804 en 
esa provincia. Fue el primer caso en el que la reforma quedó frenada 
judicialmente, aunque de manera territorial y provisoria. Sin embargo, esa 
suspensión duró poco más de un mes: el 1 de junio de 2026, la Cámara Federal de 
Apelaciones de Comodoro Rivadavia revocó la cautelar y la Ley 27.804 volvió a 
regir en Santa Cruz. 

El debate normativo adquirió implicancias prácticas tras la incorporación del 
proyecto minero Vicuña al Régimen de Incentivo para Grandes Inversiones 
(RIGI), aprobado por el Gobierno nacional el pasado 16 de junio. Ubicado en el 
departamento de Iglesia, provincia de San Juan, e impulsado por las empresas 
BHP y Lundin, este proyecto de cobre, oro y plata unifica los desarrollos de 
Josemaría y Filo del Sol.

La controversia técnica y legal se concentra en el Glaciar de Escombros GE110, 
situado dentro del área de concesión del proyecto, donde se prevé  un tajo a cielo 
abierto de aproximadamente 259 hectáreas. 

El caso reúne tres elementos clave: una reforma que debilita la protección de 
glaciares y ambiente periglacial; un régimen de beneficios extraordinarios para 
grandes inversiones mineras; y un glaciar inventariado —el GE110— dentro del 
área de un proyecto que ya presentaba un conflicto ambiental y jurídico concreto.

El sobrevuelo realizado por Greenpeace en febrero de 2026 en San Juan permitió 
documentar visualmente ese riesgo: registrar imágenes del área del proyecto, 
visibilizar la presencia del GE110 y mostrar que no se trata de una discusión 
teórica, sino de una zona concreta donde se proyectan operaciones mineras de 
gran escala. Las imágenes registradas mostraron intervenciones visibles de la 
minería en áreas alcanzadas por la ley original de glaciares.

Mientras se redefine qué glaciares quedan bajo protección o no, el Estado nacional 
ya otorgó beneficios fiscales, cambiarios y regulatorios a un proyecto ubicado en 
una zona con glaciares y ambiente periglacial. Ese es el riesgo central de estos 
meses: que la flexibilización legal avance más rápido que la protección judicial.

Ante este panorama, el 23 de junio, las organizaciones demandantes interpusieron 
una segunda medida cautelar específica. El recurso busca impedir que la 
provincia de San Juan y el Instituto Argentino de Nivología, Glaciología y Ciencias 
Ambientales (IANIGLA) retiren al GE110 del Inventario Nacional de Glaciares hasta 
que se resuelva la cuestión de fondo. La acción legal intenta prevenir que la 
geoforma pierda su tutela jurídica y sufra daños irreversibles antes de que exista 
un fallo definitivo sobre la constitucionalidad de la ley.

La aprobación de Vicuña bajo el RIGI aumentó la urgencia de esa medida 
cautelar: si el GE110 fuera retirado del Inventario y el proyecto avanzara bajo ese 
régimen de beneficios, una sentencia posterior podría llegar cuando el daño ya 
esté hecho. En glaciares, la prevención no es un detalle: es la única forma de 
evitar daños irreversibles.

 

A un trimestre de su aprobación, los efectos de la reforma legal comienzan a 
manifestarse en casos concretos de la agenda económica y ambiental. La 
confluencia de la Ley 27.804 y los incentivos fiscales del RIGI han configurado un 
nuevo panorama de tensión sectorial.

La reforma abrió una etapa de mayor incertidumbre jurídica, mayor presión 
sobre territorios glaciares y periglaciares, y mayor necesidad de control judicial y 
social. La discusión ya no es si la ley “podría” debilitar la protección. La pregunta 
ahora es cuántos casos como GE110 pueden aparecer si no se frena su 
implementación.

El futuro de las reservas hídricas en áreas de explotación minera dependerá, de 
ahora en más, de la velocidad y los criterios con los que el Poder Judicial resuelva 
los recursos en trámite.

El nuevo marco regulatorio y el inicio del conflicto judicial▷

Movilización civil y la demanda colectiva
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Ambientales (IANIGLA) retiren al GE110 del Inventario Nacional de Glaciares hasta 
que se resuelva la cuestión de fondo. La acción legal intenta prevenir que la 
geoforma pierda su tutela jurídica y sufra daños irreversibles antes de que exista 
un fallo definitivo sobre la constitucionalidad de la ley.

La aprobación de Vicuña bajo el RIGI aumentó la urgencia de esa medida 
cautelar: si el GE110 fuera retirado del Inventario y el proyecto avanzara bajo ese 
régimen de beneficios, una sentencia posterior podría llegar cuando el daño ya 
esté hecho. En glaciares, la prevención no es un detalle: es la única forma de 
evitar daños irreversibles.

 

A un trimestre de su aprobación, los efectos de la reforma legal comienzan a 
manifestarse en casos concretos de la agenda económica y ambiental. La 
confluencia de la Ley 27.804 y los incentivos fiscales del RIGI han configurado un 
nuevo panorama de tensión sectorial.

La reforma abrió una etapa de mayor incertidumbre jurídica, mayor presión 
sobre territorios glaciares y periglaciares, y mayor necesidad de control judicial y 
social. La discusión ya no es si la ley “podría” debilitar la protección. La pregunta 
ahora es cuántos casos como GE110 pueden aparecer si no se frena su 
implementación.

El futuro de las reservas hídricas en áreas de explotación minera dependerá, de 
ahora en más, de la velocidad y los criterios con los que el Poder Judicial resuelva 
los recursos en trámite.

Caso testigo: El proyecto minero Vicuña y el Glaciar GE110
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A tres meses de la sanción de la reforma de la Ley de Glaciares, el conflicto se ha 
desplazado al ámbito judicial. La vigencia de la nueva normativa ha acelerado las 
discusiones sobre proyectos mineros específicos, mientras diversos sectores 
advierten sobre la vulnerabilidad de las reservas hídricas estratégicas en zonas 
glaciares y periglaciares.

La modificación legislativa obtuvo media sanción en el Senado el 26 de febrero 
de 2026, con 40 votos afirmativos, 31 negativos y 1 abstención. Luego, fue 
sancionada definitivamente por la Cámara de Diputados el 8 de abril de 2026, 
con 137 votos a favor, 111 en contra y 3 abstenciones. El Poder Ejecutivo la 
promulgó el 23 de abril mediante el Decreto 271/2026, y la norma fue publicada 
en el Boletín Oficial el 24 de abril como Ley 27.804.

El cambio principal de la reforma radica en la delimitación de la protección 
ambiental. La ley original tenía un carácter amplio y preventivo. Sin embargo, la 
reforma trae una modificación sustancial sobre la tutela de glaciares y del 
ambiente periglaciar, que queda ahora condicionada a la verificación de que las 
geoformas cumplan "funciones hídricas relevantes”. La nueva redacción permite 
que una autoridad competente provincial determine que un glaciar o geoforma 
periglacial incluida en el Inventario Nacional de Glaciares no cumple con 
funciones significativas y, en ese caso, pueda dejarlo fuera del régimen específico 
de protección.

El 9 de abril de 2026, al día siguiente de la sanción de la reforma y antes de su 
promulgación formal, organizaciones no gubernamentales como Greenpeace 
Argentina, la Fundación Ambiente y Recursos Naturales (FARN) y la Asociación 
Argentina de Abogados/as Ambientalistas iniciaron una campaña de recolección 
de adhesiones ciudadanas para respaldar una futura acción judicial que declare 
la inconstitucionalidad de la reforma. La propuesta buscó transformar el rechazo 

social en una herramienta concreta de respaldo a una demanda colectiva en 
defensa de los glaciares y del agua.

La convocatoria obtuvo una respuesta significativa:

• Primeras 24 horas: 550.000 adhesiones registradas.
• Demanda colectiva sin precedentes: El registro alcanzó aproximadamente 

850.000 firmas en menos de dos semanas de personas provenientes de 
todas las provincias del país, consolidando el aval civil que acompañaría la 
presentación judicial.

• Alcance territorial: Se realizaron jornadas de difusión en la Ciudad de 
Buenos Aires, Córdoba, Rosario, Mendoza, Salta, Bahía Blanca y Mar del Plata. 

Este momento fue clave porque mostró que la judicialización no nació 
solamente de organizaciones especializadas ni de un planteo técnico, sino de 
una reacción social inmediata y masiva frente a la sanción de la reforma. 

El 5 de mayo de 2026, las organizaciones mencionadas presentaron formalmente 
un amparo colectivo ante el Juzgado Federal de Santa Rosa, La Pampa. La 
demanda solicita la declaración de inconstitucionalidad de la Ley 27.804.

En el bloque actor de la acción legal también está presente Marta Maffei, autora 
de la Ley original de glaciares y asambleas y organizaciones territoriales de todo 
el país. Entre ellas están Asamblea Jáchal no se Toca, Asamblea Popular por el 
Agua, Asamblea Pucará, Asamblea en Defensa del Territorio, Asamblea Santa 
Cruz por el Agua, Multisectorial Golfo San Matías, Asamblea el Paraná No se 
Toca, Asociación Alihuén. También cuenta con organizaciones de derechos 
humanos y de la sociedad civil como Amnistía Internacional, el Centro de 
Estudios Legales y Sociales (CELS) y el Círculo de Políticas Ambientales. 

Los demandantes sostienen que la reforma vulnera el principio de no regresión 
ambiental, afecta la seguridad hídrica nacional e introduce una fragmentación 
de criterios al delegar facultades clave en los estados provinciales, obviando que 
las cuencas cordilleranas abastecen a múltiples jurisdicciones aguas abajo.

Como acción preliminar, se solicitó también una primera medida cautelar para 
suspender los efectos de la reforma en todo el territorio nacional, con el objetivo 
de mantener la vigencia de la anterior Ley 26.639 y evitar reglamentaciones, 
actos administrativos, autorizaciones o avances de proyectos que pudieran 
generar daños irreversibles mientras se dirime la cuestión de fondo.

En paralelo, también se abrieron otros planteos judiciales vinculados a la reforma, 
lo que refuerza que la controversia tuvo alcance federal desde el inicio. La 
Provincia de La Pampa, junto con la Universidad Nacional de La Pampa, la 
Fundación Chadileuvú y la Asamblea por los Ríos Pampeanos, promovió una 
acción de amparo colectivo contra la reforma. El 28 de abril, el Juzgado Federal de 
Santa Rosa ordenó inscribir ese expediente como proceso colectivo en el registro 
especial de la Corte Suprema.

Santa Cruz abrió otro capítulo relevante. El 24 de abril de 2026, el Juzgado Federal 
de Río Gallegos hizo lugar a una medida cautelar impulsada por el Honorable 
Concejo Deliberante de El Calafate y suspendió la aplicación de la Ley 27.804 en 
esa provincia. Fue el primer caso en el que la reforma quedó frenada 
judicialmente, aunque de manera territorial y provisoria. Sin embargo, esa 
suspensión duró poco más de un mes: el 1 de junio de 2026, la Cámara Federal de 
Apelaciones de Comodoro Rivadavia revocó la cautelar y la Ley 27.804 volvió a 
regir en Santa Cruz. 

El debate normativo adquirió implicancias prácticas tras la incorporación del 
proyecto minero Vicuña al Régimen de Incentivo para Grandes Inversiones 
(RIGI), aprobado por el Gobierno nacional el pasado 16 de junio. Ubicado en el 
departamento de Iglesia, provincia de San Juan, e impulsado por las empresas 
BHP y Lundin, este proyecto de cobre, oro y plata unifica los desarrollos de 
Josemaría y Filo del Sol.

La controversia técnica y legal se concentra en el Glaciar de Escombros GE110, 
situado dentro del área de concesión del proyecto, donde se prevé  un tajo a cielo 
abierto de aproximadamente 259 hectáreas. 

El caso reúne tres elementos clave: una reforma que debilita la protección de 
glaciares y ambiente periglacial; un régimen de beneficios extraordinarios para 
grandes inversiones mineras; y un glaciar inventariado —el GE110— dentro del 
área de un proyecto que ya presentaba un conflicto ambiental y jurídico concreto.

El sobrevuelo realizado por Greenpeace en febrero de 2026 en San Juan permitió 
documentar visualmente ese riesgo: registrar imágenes del área del proyecto, 
visibilizar la presencia del GE110 y mostrar que no se trata de una discusión 
teórica, sino de una zona concreta donde se proyectan operaciones mineras de 
gran escala. Las imágenes registradas mostraron intervenciones visibles de la 
minería en áreas alcanzadas por la ley original de glaciares.

Mientras se redefine qué glaciares quedan bajo protección o no, el Estado nacional 
ya otorgó beneficios fiscales, cambiarios y regulatorios a un proyecto ubicado en 
una zona con glaciares y ambiente periglacial. Ese es el riesgo central de estos 
meses: que la flexibilización legal avance más rápido que la protección judicial.

Ante este panorama, el 23 de junio, las organizaciones demandantes interpusieron 
una segunda medida cautelar específica. El recurso busca impedir que la 
provincia de San Juan y el Instituto Argentino de Nivología, Glaciología y Ciencias 
Ambientales (IANIGLA) retiren al GE110 del Inventario Nacional de Glaciares hasta 
que se resuelva la cuestión de fondo. La acción legal intenta prevenir que la 
geoforma pierda su tutela jurídica y sufra daños irreversibles antes de que exista 
un fallo definitivo sobre la constitucionalidad de la ley.

La aprobación de Vicuña bajo el RIGI aumentó la urgencia de esa medida 
cautelar: si el GE110 fuera retirado del Inventario y el proyecto avanzara bajo ese 
régimen de beneficios, una sentencia posterior podría llegar cuando el daño ya 
esté hecho. En glaciares, la prevención no es un detalle: es la única forma de 
evitar daños irreversibles.

 

A un trimestre de su aprobación, los efectos de la reforma legal comienzan a 
manifestarse en casos concretos de la agenda económica y ambiental. La 
confluencia de la Ley 27.804 y los incentivos fiscales del RIGI han configurado un 
nuevo panorama de tensión sectorial.

La reforma abrió una etapa de mayor incertidumbre jurídica, mayor presión 
sobre territorios glaciares y periglaciares, y mayor necesidad de control judicial y 
social. La discusión ya no es si la ley “podría” debilitar la protección. La pregunta 
ahora es cuántos casos como GE110 pueden aparecer si no se frena su 
implementación.

El futuro de las reservas hídricas en áreas de explotación minera dependerá, de 
ahora en más, de la velocidad y los criterios con los que el Poder Judicial resuelva 
los recursos en trámite.

Consideraciones finales 
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